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SOBRE LA PENSIÓN COMPARTIDA. Al tenor de lo dispuesto en el artículo 05 del Acuerdo 029 del 26 de septiembre de 1985,  otorgada una pensión extralegal a un trabajador, el empleador debía seguir haciendo aportes por éste al INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES hoy Colpensiones con el propósito de que una vez le sea reconocida la pensión de vejez por haber reunido los requisitos necesarios, el valor de estas mesadas sea abonado como parte de pago del monto mensual que a él corresponde hacer por concepto de la pensión convencional, de manera tal que en adelante solo le corresponda pagar, si lo hubiere, el mayor valor que represente la diferencia entre esta última y la de vejez reconocida por el ISS. En otras palabras, la pensión compartida busca que COLPENSIONES subrogue al empleador en el pago total o parcial de la pensión convencional que ha reconocido a su extrabajador, sin que su diseño responda a la búsqueda de una doble asignación mensual a favor del pensionado. DERECHOS ADQUIRIDOS Y MERAS EXPECTATIVAS CON RELACIÓN AL ACTO LEGISLATIVO 01 DE 2005. En sentencia C-242 de 2009, la Corte Constitucional precisó que los derechos adquiridos son aquellas situaciones individuales y subjetivas que se crean y definen bajo el imperio de una Ley, otorgándoles a esos individuos un derecho subjetivo que debe ser respetado frente a Leyes posteriores que no pueden afectar lo legítimamente obtenido; mientras que las meras expectativas son probabilidades de adquisición futura de un derecho que, por no haberse consolidado, pueden ser reguladas por el legislador, con sujeción a parámetros de justicia y de equidad.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA
Hoy, veintinueve de marzo de dos mil diecisiete, siendo las nueve y treinta de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el grado jurisdiccional de consulta de la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito el día 11 de marzo de 2016, dentro del proceso ordinario iniciado por la señora AMPARO FLOREZ DE RAMÍREZ, contra COLPENSIONES, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-001-2014-00503-01.  Así mismo se resolverá el recurso de apelación formulado por la parte actora contra la misma providencia.
Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende la señora Amparo Florez de Ramírez que la justicia laboral declare que en su calidad cónyuge supérstite del señor Héctor Josué Ramírez Gómez, tiene derecho a la pensión de sobrevivientes causada con el deceso de éste, y con base en ello aspira que se condene a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar la prestación económica a partir del 11 de enero de 2011, los intereses moratorios previstos en el artículo 141 de la Ley 100 de 1993 y las costas procesales a su favor.

En su relato fáctico refiere que contrajo matrimonio católico con el señor Héctor Josué Ramírez Gómez el 27 de diciembre de 1964, con quien procreó cinco hijos; que convivió con su esposo hasta el día de su fallecimiento, que lo fue el 11 de enero de 2011; que para esta data el causante había cotizado un total de 1.547 semanas al sistema, motivo por el cual reclamó ante Colpensiones, la pensión de sobrevivientes, sin que a la fecha de presentación de esta demanda se haya efectuado un pronunciamiento de fondo. 
Debidamente notificado, Colpensiones guardó silencio dentro del término conferido para dar respuesta a la demanda, el que, una vez vencido, dio paso a la reforma que de la misma formuló la parte actora.

La modificación consistió en informar que mediante Resolución No 2014-2504404-GNR 417197 del 3 de diciembre de 2014, Colpensiones le negó la pensión de sobreviviente, bajo el argumento de que Ferrocarriles Nacionales de Colombia le había sustituido la pensión de origen convencional otorgada al causante por la Caja de Crédito Agrario Industrial y Minero –Caja Agraria-, por lo tanto, no era posible, conforme las disposiciones legales y constitucionales, percibir más de una asignación que provenga del tesoro público.

Contrario a lo expuesto por el fondo de pensiones, estima que como quiera que la pensión de origen convencional reconocida al señor Héctor Josué Ramírez Gómez, fue otorgada antes de entrar en vigencia el Decreto 2879 de 1985, norma que contempló la compartibilidad pensional, debe ser también reconocida la pensión de sobrevivientes que reclama a Colpensiones, pues según la jurisprudencia nacional, a ella también tiene derecho, presentándose entonces la compatibilidad pensional.
Constituida la audiencia de que trata el artículo 77 del CPT y SS, evacuadas las etapas de conciliación y decisión de excepciones previas, se procedió a sanear el litigio, advirtiendo que si bien la demanda no fue contestada oportunamente por Colpensiones, de la reforma a la demanda no se dio traslado, situación que anula la actuación, ante la evidente vulneración del debido proceso y del derecho de defensa de la parte pasiva de la litis, procediendo entonces a tomar los correctivos del caso, esto es correr traslado de la reforma de la demanda, por el término de cinco (5) días.

En uso de la palabra, el vocero judicial de la parte demandada pidió autorización para pronunciarse respecto a la reforma de la demanda en la misma audiencia, petición que fue coadyuvada por la parte demandada y avalada por la juez de la causa.

Es así que, frente a los hechos de la reforma Colpensiones admitió los mismos, excepto los relacionados con el reconocimiento de la pensión de origen convencional al señor Héctor Josue Ramírez Gómez por parte de la Caja Agraria  y la sustitución que de ésta prestación hizo Fondo de Pasivo Social Ferrocarriles Nacionales de Colombia  a la señora Amparo Florez de Ramírez. Se opuso a las pretensiones formulando las excepciones de mérito que denominó “Inexistencia de la obligación demandada” y “Prescripción”.

En sentencia de 11 de marzo de 2016, la funcionaria de primer grado determinó que el señor Héctor Josué Ramírez Gómez dejó causada la pensión de sobrevivientes a favor de la señora Amparo Flórez de Ramírez, quien acreditó la condición de beneficiaria de dicha prestación. 
Adicionalmente, precisó que la pensión de jubilación de origen convencional disfrutada desde el año 1987 concedida por la Caja de Crédito Agrario Industrial y Minero de Colombia, es compartible, razón por la cual reconoció la pensión de sobrevivientes  a la señora Florez de Ramírez desde el 11 de enero de 2011, ordenado que el pago del retroactivo pensional causado desde esa fecha hasta la inclusión en nómina debía ser girado a favor del FOPEP entidad a la que ordenó poner el conocimiento ésta decisión.  Las costas estuvieron a cargo de Colpensiones y a favor de la demandante.

A la anterior decisión arribó, luego de analizar el marco legal aplicable al caso controvertido, así como a prueba documental aportada al plenario, encontrando que la pensión pretendida por la actora tenía el carácter de compartida, pues se causó con posterioridad a la entrada en vigencia de Decreto 2879 de 1985 y la Caja Agraria, a pesar de algunas inconsistencias, efectúo al ISS –hoy Colpensiones- los aportes destinados a Pensión y Salud, tal como se infiere de la historia laboral válida para prestaciones sociales.  
Indicó también, que cómo quiera que la convención colectiva no fue aportada al plenario, no fue posible verificar si en la misma se había pactado que las pensiones reconocidas en virtud a ese acuerdo debían ser o no compartidas y que, los argumentos expuestos por Colpensiones al momento de negar la pensión de sobrevivientes, resultan acertados, en la medida en que no es posible reconocer más de una asignación proveniente del tesoro público, como sería el caso de la pensión de origen convencional reconocida por la Caja Agraria y la pensión de vejez derivada del sistema pensional.
Respecto a los requisitos para estimar a la actora beneficiaria de la prestación, éstos los encontró satisfechos, pues los aportes efectuados a Colpensiones fueron del orden de 1.608 y los testigos traídos a plenario dieron cuenta de la convivencia ininterrumpida entre la pareja.
Inconforme con la decisión la parte actora la impugnó indicando que la pensión en este caso no tenía el carácter de compartida, dado que fue causada 10 años antes de la expedición del Decreto 2879 de 1985.
Como fundamento de la anterior afirmación, precisó que no se podía desconocer que el actor tenía un derecho adquirido toda vez que cumplió con los requisitos para acceder a la pensión de origen convencional desde el año 1975, quedando únicamente pendiente el disfrute de la prestación, situación que sólo fue posible a partir del 22 de enero de 1987.
Cuestionó de paso el valor probatorio que se dio a la historia laboral, por parte del Juzgado de conocimiento, por cuanto consideró que la misma tenía el carácter de informal  y no podía ser objeto de estudio debido a los innumerables errores que este tipo de documentos presentan y además porque en otros asuntos este mismo despacho ha desconocido su contenido por esas mismas razones, motivo por el cual desestimó la acreditación que de la obligación del empleador de continuar cotizando al sistema pensional, encontró cumplida la a quo.
Respecto a la ausencia de la convención colectiva de trabajo, afirmó que esta prueba fue oportunamente solicitada, específicamente en la reforma a la demanda, donde solicitó oficiar al Archivo Sindical del Ministerio de Trabajo para que aportara el referido documento, no obstante, la juez desestimó la prueba al considerarla innecesaria y ahora, al momento de tomar decisión de fondo la echa de menos, situación que bien puede ser remediada, si en esta instancia procesal se ordena la práctica de la respectiva prueba.

Reprochó también el fundamento de Colpensiones para negar la prestación a la señora Florez de Ramírez, mismo que fue avalado en la sentencia recurrida, no tiene sustento legal, pues los dineros de la seguridad social no hacen parte del tesoro público, motivo por el cual no existía razón para considerar que la prestación pretendida sea incompatible con la ya percibida por el causante, derivada de la relación laboral que ató a la Caja de Crédito Agrario Industrial y Minero, durante 22 años.
En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones, a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURIDICOS:

¿Tiene el carácter de compartida la pensión convencional reconocida al señor Héctor Josué Ramírez Gómez?

¿Acreditó la demandante los requisitos para que fuera reconocida por Colpensiones la pensión de sobreviviente?

Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, los siguientes aspectos:

1. SOBRE LA PENSIÓN COMPARTIDA

Al tenor de lo dispuesto en el artículo 05 del Acuerdo 029 del 26 de septiembre de 1985,  otorgada una pensión extralegal a un trabajador, el empleador debía seguir haciendo aportes por éste al INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES hoy Colpensiones con el propósito de que una vez le sea reconocida la pensión de vejez por haber reunido los requisitos necesarios, el valor de estas mesadas sea abonado como parte de pago del monto mensual que a él corresponde hacer por concepto de la pensión convencional, de manera tal que en adelante solo le corresponda pagar, si lo hubiere, el mayor valor que represente la diferencia entre esta última y la de vejez reconocida por el ISS. 

En otras palabras, la pensión compartida busca que COLPENSIONES subrogue al empleador en el pago total o parcial de la pensión convencional que ha reconocido a su extrabajador, sin que su diseño responda a la búsqueda de una doble asignación mensual a favor del pensionado. 
Al respecto, ha dicho la Sala de Casación Laboral en Sentencia SL2821-2016 Radicación No 69295 del 24 de febrero de 2016, con ponencia del Magistrado José Mauricio Burgos Ruiz  precisó:

“Así el sentenciador hubiere incurrido en un yerro manifiesto de apreciación respecto de la citada resolución, de todas maneras el cargo no tiene vocación de prosperidad pues como lo ha señalado la jurisprudencia de la Sala, las pensiones extralegales reconocidas con anterioridad a la entrada en vigencia del Acuerdo 029 de 1985, aprobado por el Decreto 2879 del mismo año, como es aquí el caso, son compatibles con la de vejez a cargo del régimen de prima media, a menos que en el caso de las pensiones convencionales las partes hubieren acordado la compartibilidad.”

2. DERECHOS ADQUIRIDOS Y MERAS EXPECTATIVAS CON RELACIÓN AL ACTO LEGISLATIVO 01 DE 2005.

En sentencia C-242 de 2009, la Corte Constitucional precisó que los derechos adquiridos son aquellas situaciones individuales y subjetivas que se crean y definen bajo el imperio de una Ley, otorgándoles a esos individuos un derecho subjetivo que debe ser respetado frente a Leyes posteriores que no pueden afectar lo legítimamente obtenido; mientras que las meras expectativas son probabilidades de adquisición futura de un derecho que, por no haberse consolidado, pueden ser reguladas por el legislador, con sujeción a parámetros de justicia y de equidad.

EL CASO CONCRETO

No se encuentra en discusión en esta sede que: i) El señor Héctor Josué Ramírez Gómez falleció el 11 de enero de 2011, pues de ello da fe el registro civil de defunción emitido por la Notaría Quinta del Circulo de Pereira –fl.11-; ii) Al causante en vida se le reconoció y canceló una pensión de origen convencional por parte de la Caja de Crédito Agrario Industrial y Minero mediante la resolución Nº SGA-P-0172 del 4 de septiembre de 1987 –fl 39 a 41; iii) ésta prestación le fue sustituida a la demandante mediante Resolución No 1695 de 30 de junio de 2011 expedida por Ferrocarriles Nacionales de Colombia –fls.22 a 23- y iv) Colpensiones mediante Resolución No GNR 417197 de 3 de diciembre de 2014, negó la pensión de sobrevivientes reclamada por la demandante, ante la imposibilidad legal y constitucional de percibir más de una asignación proveniente del tesoro público –fls 56 a 58 vto-.
Lo primero que debe precisarse es que confunde la parte actora la fecha de causación de la prestación con la data en que el trabajador acreditó uno de los requisitos establecidos en el artículo 33 de la convención colectiva de trabajo suscrita entre la Caja de Crédito Agrario Industrial y Minero y su sindicato, vigente para los años 1974 a 1976, esto es tiempo de servicio.

Ciertamente para el año 1975, el actor acreditaba 22 años de servicio a la Caja de Crédito Agrario Industrial y Minero, pero no había alcanzado 50 años de edad, presupuesto indispensable para que le fuera reconocida a su favor la pensión de jubilación de origen convencional, exigencia que sólo acreditó el 22 de enero de 1987, dado que su natalicio se ubica en esa fecha en el año 1937, lo que de paso permite afirmar, conforme se indicó líneas atrás, que no se estaba frente a un derecho adquirido cuando se expidió el Acuerdo 029 de 1985, aprobado por el Decreto 2879 del mismo año, que determinó la compartibilidad de las pensiones convencionales y la de vejez otorgada por el ISS.
Es decir, para el momento en que se causó la prestación, esto es para la data en que se acreditaron los dos requisitos previstos en el artículo 33 del citado pacto colectivo, esto es, el 22 de enero de 1987, ya se encontraba en vigencia el citado Acuerdo, por lo tanto, la pensión de jubilación otorgada por el empleador tenía el carácter de compartida, tal como lo dispone esa normatividad y lo ha reconocido la Sala de Casación Laboral en la providencia citada en precedencia.

Ahora de la obligación a cargo del empleador, consistente en continuar cotizando para los seguros de invalidez, vejez y muerte, da cuenta la historia laboral visible del folio 59 al 70, en la que se indica que a partir del 7 de octubre de 1987, se efectuaron aportes para pensiones, que a la postre permitieron que el causante, hasta el 31 de diciembre de 2010, acreditara un total de 1.123.73 semanas.  Lo anterior con independencia del análisis innecesario que sobre la afiliación para los servicios de salud realizó la a quo.
Respecto al reproche que hace la parte actora en torno a la valoración de la historia laboral que de manera informal fue aportada al plenario, haciendo notar que en otros casos, no es tenida en cuenta precisamente porque no es el documento que con carácter de “oficial” expide Colpensiones, mismo que incluso está sujeto a revisiones y modificaciones y presenta muchos errores, baste decir que en este momento ninguna discusión, en torno a la información allí contendida, puede generarse toda vez que el documento analizado en ambas instancias, fue aportado por la llamada a juicio, situación que permite concluir que es el reporte definitivo y que, en caso de presentarse errores, las consecuencias de los mismos deben necesariamente ser asumidas por la entidad.  

En lo que atañe al requerimiento de la copia de la convención colectiva, que como prueba fue desestimada por juez de primer grado y luego reprochada su ausencia para resolver el problema jurídico planteado, corresponde anotar que en el momento en que fue negada su práctica ningún reparo mereció por parte del actora y que en cualquier caso, en nada contribuye a la solución del problema jurídico, porque la misma habría sido de utilidad si la pensión convencional se hubiese causado con anterioridad al 17 de octubre de 1985, es decir antes de entrar en vigencia el Acuerdo 029 del mismo año, porque es en esos eventos en que el juez debe verificar si en el acuerdo colectivo se pactó la compartibilidad pensional.
En relación con el cuestionamiento del recurrente al argumento expuesto por Colpensiones para negar la pensión de sobrevivientes a la señora Florez de Ramírez, en torno a la imposibilidad de percibir más de una asignación proveniente del tesoro público, se percibe que razón le asiste al quejoso al advertir que los dineros de la seguridad social en pensiones no tienen esa característica, toda vez que según el literal m) del artículo 13 de la Ley 100 de 1993, “Los recursos del sistema general de pensiones están destinados exclusivamente a dicho sistema y no pertenecen a la Nación, ni a las entidades que los administran”; no obstante ese sólo argumento, conforme se indicó con precedencia no constituye soporte legal para reconocer la prestación en los términos expuestos en la demanda.
Determinada entonces la calidad de compartida de la pensión convencional disfrutada en vida por el señor Héctor Josué Ramírez Gómez, reconocida por la Caja de Crédito Agrario Industrial y Minero, resulta evidente que al momento en que arribó a los sesenta años de edad, el 22 de enero de 1997, data en la que tenía cotizadas al sistema un total de 1.987 semanas, tenía derecho a que el Instituto de Seguros Sociales –hoy Colpensiones- le reconociera la pensión de vejez, correspondiéndole a su empleador responder únicamente por la diferencia resultante entre el valor de la pensión convencional y la pensión de vejez, así como recibir el valor del retroactivo correspondiente.  
En ese sentido, habiendo dejado causada la pensión de sobrevivientes en calidad de pensionado de vejez, lo que correspondía a la señora Amparo Flórez de Ramírez, era acreditar la convivencia con el causante, lo cual cumplió con las declaraciones de las señoras Sandra Lorena y Diana Constanza Ramírez Florez, quienes a pesar de ser hijas de la pareja no merecieron cuestionamiento alguno de la parte demandada, al punto que no fue tachada de sospechosa su declaración.  
Estas indicaron a su turno, que sus padres convivieron de manera ininterrumpida desde el momento en que contrajeron matrimonio, hasta que su progenitor falleció;  que ninguno de los dos tuvo una relación al margen de esta, ni hijos por fuera del vínculo religioso; que algunas separaciones esporádicas obedecieron a la que la demandante, con el fin de no perder la residencia en los Estados Unidos, viajaba a ese país sin poder contar con la compañía de su esposo, pues este no tenía la residencia, ni le interesó nunca obtenerla.

Adicionalmente, vale la pena anotar que Ferrocarriles Nacionales de Colombia, al momento de reconocer la pensión de sobrevivientes a la demandante, en ningún momento cuestionó su condición de beneficiaria de dicha prestación –fls 42 y43-  y que el registro civil de matrimonio que obra a folio 10 del expediente, no se observa nota marginal que dé cuenta de la separación legal de la citada pareja.
Así las cosas, es claro que a la señora Amparo Florez Ramírez le asiste derecho a que se le reconozca la pensión de sobrevivientes a partir del 11 de enero de 2011, en cuantía equivalente al salario mínimo legal mensual vigente, como lo definió la a quo,  pues a pesar de que se observa en la historia laboral que  las cotizaciones realizadas por el causante se realizaron teniendo en cuenta un salario superior al mínimo legal mensual vigente, el silencio de la parte recurrente en ese sentido, impide que en esta Sede se pueda modificar el monto de la mesada pensional, debido al grado jurisdiccional de consulta que opera a favor de Colpensiones. 
Frente al número de mesadas anuales a reconocer, es pertinente recordar que la pensión de sobrevivientes se genera en el momento en el que fallece el causante; por lo que al haberse causado el deceso del señor Héctor Josué Ramírez Gómez el 11 de enero de 2011, tiene derecho el demandante a que se le reconozcan 14 mesadas anuales, de acuerdo con lo previsto en el Acto Legislativo 01 de 2005. 

Para concretar la condena, conforme lo ordena el artículo 283 del C.G.P., se procederá a liquidar el retroactivo pensional que corresponde al presente asunto, tal como se ve en la siguiente tabla que se pone de presente a los asistentes y que hará parte del acta de esta audiencia, no sin antes advertir que las mesadas pensionales causadas con anterioridad al 3 de diciembre 2011 se encuentran cobijadas por la prescripción, dado que la reclamación administrativa fue elevada el 28 de marzo del año 2014, lo cual indica que la misma no tuvo la virtualidad de interrumpir el fenómeno prescriptivo, debiendo entonces contabilizar el término de tres (3) años a partir de la presentación de la demanda, el 3 de diciembre 2011.  
Según la tabla, el retroactivo pensional que corresponde al presente asunto, liquidado con el salario mínimo, desde el 3 de diciembre de 2011 y el 28 de febrero de 2017, es del orden de $45.923.584, el cual deberá ser girado a órdenes del FOPEP, debidamente indexado al momento de su pago, toda vez que según la resolución No 1695 de 2011 expedida por Ferrocarriles Nacionales de Colombia, por medio de la cual se reconoció la pensión de sobrevivientes a la demandante, se indicó que aquélla entidad se encargaría del pago de la prestación.  

Así las cosas, corresponde a Colpensiones a partir del 1º de marzo de 2017, el pago de la pensión de sobrevivientes a la actora, en cuantía mensual equivalente al salario mínimo que para este año es igual a $737.717 y al FOPEP la diferencia que resulte entre dicho monto y la mesada actualmente percibida por ella, reajustada anualmente con el IPC de cada año. 
En el anterior orden de ideas, se modificará el ordinal primero de la sentencia analizada, para declarar que al señor Héctor Josué Ramírez Gómez, tenía derecho a que le fuera reconocida la pensión de vejez por parte de Colpensiones desde el 22 de enero de 1997, y que en virtud a ello dejó causada la pensión de sobrevivientes. 
Igualmente se modificara el ordinal quinto, para precisar el monto del retroactivo a cancelar a favor del FOPEP, el cual deberá ser indexado al momento del pago y para adicionar que esa entidad deberá continuar pagando el mayor valor que represente la diferencia entre la pensión convencional y la de sobrevivientes aquí reconocida.

Costas en esta instancia a cargo del recurrente en un 100%

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. MODIFICAR los ordinales PRIMERO y QUINTO de la sentencia proferida el 11 de marzo de 2016, los cuales quedará así:

“PRIMERO. DECLARAR que el señor HÉCTOR JOSUÉ RAMÍREZ GÓMEZ tenía derecho a que le fuera reconocida la pensión de vejez por parte de Colpensiones desde el 22 de enero de 1997, y que en virtud a ello dejó causada la pensión de sobrevivientes. 

QUINTO. ORDENAR a COLPENSIONES, incluir en nómina de pensionados a la señora AMPARO FLÓREZ DE RAMÍREZ indicándose que el retroactivo causado entre el 11 de enero de 2011 y el 28 de febrero de 2017, el cual alcanza la suma de CUARENTA Y CINCO MILLONES NOVECIENTOS VEINTITRÉS MIL QUINIENTOS OCHENTA Y CUATRO PESOS, deberá ser debidamente indexado al momento de su pago y puesto a disposición  del FOPEP,  entidad que a su vez deberá responder  por la diferencia que resulte entre el valor de la pensión de origen convencional que hoy devenga la demandante y la pensión de sobrevivientes a cargo de Colpensiones.”   

SEGUNDO. CONFIRMAR en todo lo demás la sentencia que por consulta se ha conocido.

Costas en esta instancia a cargo del recurrente.

Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella han intervenido.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES                           OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA

ALONSO GAVIRIA OCAMPO

Secretario
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